
42 Escritura PÚBLICA

E N T R E  M A G N I T U D E S
M

AR
ZO

 /
 A

BR
IL

 2
01

4

La reciente publicación de la Ley de Garantía de la
Unidad de Mercado (Ley 20/2013, de 9 de diciembre),
requiere no solo una lectura sosegada, sino también

más de una y un periodo de reflexión. Aparte de que habrá
que esperar las primeras resoluciones judiciales sobre la
materia para que vaya generándose un cuerpo de doctrina.
Desde luego son varias las cuestiones e interrogantes que
pueden plantearse. Me propongo abordar aquí, de forma
sucinta, algunas de ellas. 

En primer lugar, el propio término “unidad de mercado”
carece de una definición, si bien del texto de la norma
podemos extraer que el legislador lo equipara a la libertad
de circulación y establecimiento de las personas y la libre
circulación de bienes. Así se expresa el legislador en el

preámbulo de la norma,
con remisión al artículo
139 de la Constitución
española. Puede servir
para completar inter-
pretativamente el con-
cepto, la alusión que se
hace al libre acceso a
las actividades de ser-
vicios y su ejercicio, en
especial al principio de
eficacia nacional de los

medios de intervención administrativa, que se pretende
referenciar a la libre iniciativa económica (preámbulo:
párrafo séptimo). Este principio de eficacia nacional cons-
tituye uno de los elementos centrales de la ley.

El artículo 1 de la ley se refiere a garantizar la integri-
dad del orden económico y facilitar el aprovechamiento
de economías de escala y alcance del mercado mediante
“el libre acceso, el ejercicio y la expansión de las activi-
dades económicas en todo el territorio nacional”. Y se
establece el alcance del concepto “unidad de mercado”,
al afirmar que esta se fundamenta en “la libre circulación
y establecimiento de los operadores económicos, en la
libre circulación de bienes y servicios por todo el territo-
rio español …. y en la igualdad de las condiciones bási-
cas de ejercicio de la actividad económica”. Y no solo se

hará referencia al libre acceso y ejercicio de la actividad
económica, sino también a la distribución y comercializa-
ción de productos (artículo 12.2.) y la no generación de
costes adicionales para el operador (artículo 14.4.), así
como normas de producción o requisitos del producto
(artículo 21.3).

Sí extraemos una finalidad clara de la norma: paliar la
fragmentación del mercado y los obstáculos y trabas deri-
vados del crecimiento de la regulación; crear un entorno
mucho más favorable a la competencia y a la inversión;
evitar o minimizar las distorsiones que puedan derivarse
de nuestra organización administrativa territorial; permitir
a agentes económicos y empresas transmitir a las admi-
nistraciones las situaciones y obstáculos que fragmentan
el mercado; y establecer un entorno económico y regulato-
rio que favorezca el emprendimiento, la expansión empre-
sarial, la actividad económica y la inversión.

Los principios que sirven de cobertura a la pretensión
de la norma se desarrollan en el capítulo II, donde se hace
referencia al principio de no discriminación, que es eviden-
te que late en el trasfondo de la regulación; principio de
cooperación y confianza mutua, principio de necesidad y
proporcionalidad, principio de eficacia, de simplificación
de cargas y de transparencia. Interesa resaltar que al refe-
rirse al principio de necesidad se introduce el concepto
“razón imperiosa de interés general”, que no tiene tradi-
ción en nuestro ordenamiento, y que además el límite que
pueda imponerse debe ser proporcionado a dicha razón y
el único posible. En todo caso, es especialmente interesan-
te el artículo 17, que instrumenta estos principios.

En segundo lugar, y aunque parezca lo contrario, se
establece un complejo sistema de protección, tanto en vía
administrativa como en la posterior jurisdiccional.

El primer mecanismo de protección es acudir a la
secretaría del Consejo para la Unidad de Mercado,
mediante la correspondiente reclamación (artículo 26).
Esta reclamación tiene carácter alternativo, pues se pue-
de acudir a ella, o bien interponer los recursos adminis-
trativos o jurisdiccionales que procedan. También se pre-
vé un mecanismo adicional, ante la misma Secretaría en
el artículo 28.

La Ley de Unidad de
Mercado no establece
un sistema jurídico de
garantía unificado, que
redundaría en beneficio
de la interpretación
uniforme de la norma
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En el citado artículo 26 se regula el procedimiento
ante la secretaría, que tiene como finalidad la emisión de
un “informe” que debe ser “tenido en cuenta” por la
autoridad competente a efectos de resolver, regulándose
el silencio como negativo en caso de falta de resolución.
El informe de la secretaría también se puede recabar una
vez interpuesto por el interesado recurso jurisdiccional
(artículo 28.5).

El segundo mecanismo es acudir a la Comisión Nacio-
nal de los Mercados y la Competencia. Este mecanismo es
posible “a la vista de la decisión de la autoridad competen-
te”, si el interesado considera no satisfecho su derecho o
interés legítimo. La finalidad que se establece es la de
otorgar a la Comisión Nacional la potestad de acudir a la
vía contencioso administrativa, teniendo en cuenta el infor-
me de la secretaría.

Y el tercer mecanismo es acudir a la vía jurisdiccional,
directamente o después de los procedimientos anteriores.
Aunque no se cite en la Ley, es claro que el interesado
puede seguir la vía administrativa ordinaria frente al acto,
disposición o resolución de la autoridad competente y esta
vía administrativa puede concluir mediante resolución de
un órgano territorial de la jurisdicción. 

Decimos que es un complejo sistema de protección
ante la eventualidad, no solventada por la norma, de la
intervención de órganos administrativos y jurisdiccionales
que pueden dictar resoluciones contradictorias. Al menos
en los primeros momentos de aplicación. Es decir, la ley 
no establece un sistema jurídico de garantía unificado, que
redundaría en beneficio de la interpretación uniforme de 
la norma. 

A estos efectos habrá que esperar el tiempo suficiente
para detectar los problemas que puedan plantearse. Pero
cabe señalar que el interesado puede acudir a un órgano
territorial de la Jurisdicción en defensa de sus intereses, al
no ser competencia de la Audiencia Nacional más que los
interpuestos por la Comisión Nacional. Si bien se prevé el
mecanismo de la acumulación de autos, no siempre se
conocerá la existencia de dichos autos. Y las decisiones
que adopte la Audiencia Nacional es evidente que no cons-
tituyen jurisprudencia para los órganos territoriales.

Por último me permito resaltar que las medidas caute-
lares se otorgan de forma automática, aunque se ciñen a
la suspensión.

El artículo 127 quáter afirma que “solicitada la suspen-
sión de la disposición, acto o resolución impugnados, la
misma se producirá de forma automática”. Y se añade que
la solicitud de cualquier otra medida cautelar se tramitará
en forma ordinaria, es decir, sin el automatismo previsto
para la suspensión. Esta previsión se refiere en exclusiva a
los recursos que interponga la Comisión Nacional.

No es este el lugar ni el momento de profundizar en
exceso sobre la cuestión referida, pero es claro que el
automatismo solo se produce cuando se solicita la sus-
pensión y solo esta medida cautelar. 

La anterior redac-
ción de la medida cau-
telar, en el orden juris-
diccional contencioso
administrativo, se refe-
ría en exclusiva a la
suspensión. Y esta
regulación se vió supe-
rada en la práctica
judicial, pues la mera
suspensión no abarca-
ba la finalidad última
de la justicia cautelar, era una regulación abiertamente
insuficiente o de “moderadas previsiones” según se reco-
ge en la Exposición de Motivos de la Ley actual. La nueva
Ley de la Jurisdicción de 1998 permite abarcar todas las
medidas que aseguren el resultado del proceso, lo que
desborda ampliamente la mera suspensión.

No obstante ello, es lo cierto que el automatismo que
ahora se recoge en la Ley de Garantía de la Unidad de
Mercado, es un punto de partida interesante que servirá,
aunque en no pocas veces será insuficiente, para preser-
var el interés público que defiende la Comisión Nacional.

El resto de medidas cautelares o la petición de las
mismas por recurrente distinto a la Comisión Nacional,
seguirá el procedimiento ordinario previsto en la Ley de
la Jurisdicción.

Se establece 
un complejo sistema
de protección, tanto 
en vía administrativa
como en la posterior
jurisdiccional


